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En este número
Todo sigue tan bien como siempre. El presidente de la Reserva Federal de Dallas, EE.UU., advirtió que “teóricamente”, cuando EE.UU. deje de recibir flujos de capital, “habrá una crisis que provocará una rápida suba de las tasas de interés y una rápida devaluación del dólar, que serán muy disruptivas.” Esos capitales siguen llegando, pero con una particularidad importante: hoy son resultado más de las decisiones de las autoridades de bancos centrales asiáticos que de inversores privados y sirven para financiar déficit público y consumo y no nuevas mejoras en la productividad. Lo importante es que la continuidad de esa política no está garantizada, con lo que los riesgos de que la teoría se realice parecen grandes. Más si se tiene en cuenta que la caída del dólar será necesariamente mayor a la última experiencia (1985-1987) dado el mayor déficit que hoy arrastra EE.UU. en sus cuentas públicas y en su balanza de pagos. 

Así, mientras la posibilidad de la crisis económica no mengua, las instituciones que a nivel global regulan el conflicto y el uso de la fuerza –decisivos para la resolución política de la crisis– están ellas mismas en crisis. Si en teoría esta tarea corresponde a las Naciones Unidas, en la práctica se da en espacios más acotados, su Consejo de Seguridad y, más aún, en la Organización del Tratado del Atlántico Norte. El control político de EE.UU. sobre esta última va de la mano de una abismal supremacía en el desarrollo y la producción de armamento, cuyas peculiaridades como rama de la industria, incluyendo sus implicancias sobre el terreno político, analizaremos. 

A nivel regional, la progresiva eliminación de las barreras nacionales se presenta simultáneamente en los planos económico y político-militar. En lo económico, las largas negociaciones entre la Unión Europea y el Mercosur terminaron en fracaso. Y si se cayó esa carta, que se pensaba en función de las negociaciones por el ALCA, aún continúa el juego para profundizar la unidad al interior del bloque y hacia otros países latinoamericanos, con las evidentes dificultades que esto plantea a juzgar por los conflictos que no terminan de zanjarse entre los principales socios del Mercosur. 

En lo político-militar, se presentan dos proyectos alternativos para la definición del rol de las Fuerzas Armadas de las naciones latinoamericanas. Cada uno de estos proyectos alinea, por un lado, a un grupo de países liderados por EE.UU., frente a ese otro que denominamos “contrahegemónico”, liderado por Brasil. Las diferencias se derivan, lógicamente, de lo que implican en lo económico las alternativas en torno a la integración continental. En otras palabras, la división corre paralela a aquella entre un ALCA “puro” (es decir, en los términos de integración continental que propone EE.UU.) y “lo demás” (desde el ALCA más negociado al no-ALCA de Cuba y Venezuela). 

Y así llegamos a la situación nacional. La pelea por la salida del default une a distintos actores en dos frentes fácilmente definibles como nacional y extranjero. Pero, al mismo tiempo, el “frente nacional” busca sumar fuerza en la región mediante la integración, mientras adentro enfrenta a privatizadas y trabajadores. Y por último, también veremos que la política sigue dominada por la pelea duhaldismo-kirchnerismo: durante este mes se expresó en relación a la política de los planes sociales (donde además tercia la Iglesia) y al rol de las Fuerzas Armadas (donde se cuestiona lo acordado a nivel regional). 

Adelante…

Situación Mundial

Afirmamos en el análisis anterior que la caída de la U.R.S.S. significó un cambio de eje en el conflicto político y militar entre estados. De ser el principal conflicto entre capital y trabajo (identificar a la U.R.S.S. con el trabajo proviene de su enfrentamiento político y no de su modo de producción), se pasó a uno en que lo dominante es el conflicto al interior de la burguesía. La extensión del modelo de acumulación capitalista de “gestión privada”
 a prácticamente todo el globo, con seguridad a la totalidad de sus partes primordiales, significó para esas nuevas áreas la emergencia de conflictos político-militares de inédita virulencia. Ahora, sin la lucha de clases como elemento que, en las esferas política e ideológica, limite apreciablemente el proceso de concentración y centralización del capital, las distintas fracciones del capital pudieron desatar una panoplia de herramientas en su lucha por supervivir y, naturalmente, imponerse. Obviamente, ello no significó la inoperancia de la lucha entre el capital y el trabajo, sino que éste pasó a constituir una herramienta de lucha esgrimida por las distintas facciones, es decir, se invirtió su signo, pasando a ser subordinado. El corolario de esta situación fue la profundización del desarrollo contradictorio del capitalismo: mayor velocidad del proceso de acumulación y, por ende, de su manifestación en crisis, al punto de que ésta parece ser permanente. Esto nos lleva naturalmente a observar con más detenimiento el concepto de crisis. Hasta la caída del Muro de Berlín, las crisis capitalistas se manifestaban en ciclos. El sentido común distinguía los momentos de auge y caída, en razón de su desarrollo espaciado en el tiempo. En los momentos de crisis, el capital realizaba un ajuste de la variable trabajo (reflejado en la  estadística tradicional mediante los indicadores de participación sobre el ingreso total de la sociedad) cuya violencia y alcance estaba determinado por la tolerancia. Es decir, se intercambiaba lealtad al régimen político y al modelo de acumulación por ciertas concesiones al proletariado: el ejemplo más común es el “estado de bienestar” de posguerra, por el cual ciertos sectores de la clase obrera realizaban su interés particular. O sea, que el término crisis aparecía exclusivamente para el trabajo como un período angustiante. Para la burguesía, mientras tanto, constituía una oportunidad para operar en un contexto de depuración del capital global. Las fracciones de capital más concentradas y con mayor grado de desarrollo de su composición orgánica (a nivel sector, rama, sub-rama, grupo económico y empresa, maniobrando en forma simultánea) pudieron apropiarse de mayores porciones del mercado mundial. Por supuesto, al mismo tiempo y en conjunto, formularon ideológicamente el término crisis, para poder presentar la solución de inevitable carácter clasista como general de la sociedad. 

En un principio, la caída del bloque soviético operó de manera soslayada. La rapidez de los cambios determinó un período de transición, finalmente más corto de lo que la mayoría especulaba, en que la inercia de la situación anterior continuó operando. Ciertas ramas, por su peculiaridad, fueron las primeras en “despertar”: aquéllas en las cuáles el dominio del aparato político institucional constituye condición necesaria para su desarrollo, tanto por ser una herramienta de la lucha política (armamentista) o por ser vital para el espacio (estados nacionales y bloques nación) en que se desarrolla la acumulación en su conjunto (finanzas y energía). Para el resto, con menor vinculación directa, el nuevo juego político impuesto por las ramas más advenedizas no les dejó margen de acción, pues muchas de ellas pasaron a ser el botín. La lucha por el poder político pasó a desarrollarse a todo nivel, manifestándose en una identificación o pertenencia cada vez más clara en el personal político a cada uno de los bandos, y en la multiplicación de la parafernalia de métodos e instrumentos para forjar las alianzas que los constituyen. Todo ello parece constituir la manifestación del inicio de una fase de profundización del desarrollo contradictorio del capitalismo: cada vez son más sociales la producción (mundialización de los procesos productivos, manifestada por el proceso de deslocalización) y la acumulación (concentración y centralización de capitales con un predominio cada vez mayor de su aspecto financiero, expresado por la profundización de la separación entre gestión y propiedad del capital) y cada vez es más individual la apropiación (vehiculizada por el dominio político de los distintos órganos de resolución política). Por este motivo, el incontrastable predominio de EE.UU., en las ramas mencionadas, imprimió a sus elecciones presidenciales un carácter mundial aun mayor del que siempre tuvieron, tema que será abordado en el próximo Análisis.

Coyuntura política

Las múltiples alianzas atentan contra la “recreación” del orden 

Como vimos en el Análisis Nº 52, el descrédito en que cayeron las instituciones de posguerra conformadas para administrar el orden global hace imperativa su reforma. El nuevo escenario internacional resultante del fin de la “guerra fría” derivó en una percepción generalizada de inoperancia, a juzgar por las acciones emprendidas por EE.UU. pese a la oposición generalizada del resto del Consejo de Seguridad. Justamente ese organismo es la piedra angular de las reformas que se proponen para las Naciones Unidas (ONU). Sin duda el éxito de la reforma depende de lo que suceda con el Consejo de Seguridad, pues constituye el verdadero núcleo de la institucionalización del inestable equilibrio de posguerra establecido en 1945. En teoría, el Consejo representa la máxima instancia de resolución de conflictos armados a escala mundial. Pero en la práctica, el derecho a veto de sus miembros permanentes (EE.UU., Rusia, China
, Francia y Gran Bretaña) limitó a lo largo de su historia su capacidad de generar respuestas imperativas (bajo la forma de resoluciones). Aquellas cuestiones que afectaban los intereses de los bloques centrales en disputa (EE.UU. y U.R.S.S.) quedaban inevitablemente en letra muerta. La disolución del bloque comunista alteró la naturaleza de los enfrentamientos, que se presentan ahora como disputas entre gobiernos defensores del orden burgués a escala mundial, y que intentan establecer políticas consensuadas para el uso de la fuerza. 

La reforma, entonces, pretende contemplar los cambios en las relaciones de fuerza entre naciones y el peso de las alianzas regionales que éstas conforman. Es decir, las capacidades económicas de las distintas fracciones de la burguesía determinan el peso de las herramientas políticas y militares de las distintas naciones. En algunas de ellas establecen su base política principal, desde donde pueden desarrollar el proceso de acumulación. Este “componente político”, intrínsecamente unido al aspecto meramente productivo, es cada vez mas relevante para designar ganadores y perdedores en el proceso de concentración y centralización. El éxito en él, siempre en movimiento, es el indicador principal que les permite a las naciones acceder al status de potencia de primer orden. Hay básicamente dos proyectos de reforma del Consejo. Difieren, a simple vista, en meros matices en cuanto a la voluntad de abrir el ámbito de decisiones en el organismo. Pero justamente, por el proceso indicado en la introducción (divorcio creciente entre la producción y acumulación del valor, y su apropiación) esas pequeñas diferencias son gigantes. La combinación de las alianzas establecidas obliga a establecer delicadamente la posición por parte de cada estado nación, en este calculado gambito. 

El primero de ellos, impulsado por el Secretario General Kofi Annan y su “Consejo de Expertos”, plantea el establecimiento de nuevos miembros “semipermanentes”, renovables cada 4 ó 5 años, que ocuparían puestos por regiones. Esto permitiría el acceso al Consejo de una mayor cantidad de naciones del llamado “tercer mundo”. Principalmente, este proyecto sanciona la estratificación del mundo pero no la eterniza: incorpora a los grandes y a otros que queda a prueba, en carácter de no permanentes. Por esto, consigue el apoyo de un mayor número de países de segundo y tercer orden que ven posible su incorporación, aunque sea momentánea, en los círculos más altos de poder. 

El segundo proyecto propone simplemente ampliar el número de países con asientos permanentes con derecho a veto. Corresponde con la iniciativa del llamado G-4 (Japón, Brasil, Alemania e India), quienes acordaron en un comunicado conjunto trabajar para acceder a este status (BBC 22/9). Estos países, concientes de su peso mundial y su rol regional
 en la solución de los conflictos, realizan una apuesta ambiciosa en un momento propicio y oportuno, que seguramente no va a presentarse por un tiempo. Cuenta con apoyos importantes como Reino Unido y Francia, deseosos de reforzar la presencia europea en la toma de decisiones. En este sentido, Gran Bretaña sugiere que se contemple la inclusión de un país africano. Ante esta iniciativa, numerosos gobiernos reaccionaron ante la perspectiva de que una reforma como la que propone el G-4 institucionalice el liderazgo regional de “amigos/competidores”. Así, Italia y España (ante la candidatura de Alemania), México y Argentina (ante la de Brasil), Sudáfrica y Egipto (ante las versiones que impulsaban a Nigeria) se declararon a favor de la iniciativa propiciada por Annan. Y Pakistán se opone abiertamente a la candidatura india, con quien disputa la región de Cachemira desde hace más de 50 años.

El resto de los miembros permanentes optan por dilatar el proceso. EE.UU. reconoce que el tiempo está de su lado y utiliza su peso en la decisión como forma de cimentar alianzas de cara a sus proyectos de integración económica y regional. En el caso de China y Rusia, ambos se muestran renuentes a ampliar la exclusividad de la que gozan. En el caso chino, probablemente tenga mayor peso la lucha por el dominio económico en Asia Oriental y el alineamiento de Japón con los EE.UU. en cuestiones de seguridad. Así, a la pretensión de Japón el gobierno chino respondió que “los puestos permanentes en el Consejo de Seguridad de la ONU no están en venta” (LM 24/9). 
De lo anterior surgen dos reflexiones. En primer lugar, la “aparente incoherencia” entre el proyecto europeo de construir una política de seguridad común (de lo que derivaría, lógicamente, la propuesta de un “asiento único europeo”) y el terco aferrarse a sus prerrogativas nacionales de los gobiernos que la impulsan. Esta conducta obedece a las profundas diferencias entre los miembros de la UE a la hora de acordar políticas exteriores comunes. Las mismas no pueden sino centrarse en los intereses concertados de los “grandes” (Francia, Alemania, Gran Bretaña)
 que, en tanto no logran institucionalizar la subordinación de sus socios menores, tienden a preservar sus espacios nacionales de representación. En definitiva, teniendo en cuenta el desarrollo contradictorio del capitalismo, tal incongruencia es la forma normal de su devenir.

En segundo lugar, cabe precisar exactamente los alcances de este “lavado de cara” del Consejo de Seguridad. Justamente, el principal impulsor de la reforma es Francia
, no porque ésta permita superar la situación de parálisis, sino porque al reforzar la legitimidad del organismo contribuiría a profundizar el aislamiento norteamericano. Aunque, por supuesto, los vientos de cambio que provienen de París no alcanzan a remover la hojarasca del vetusto organismo. En rigor, constituye una búsqueda infructuosa de Francia, por ejercer un contrapeso al verdadero espacio de recreación del consenso en torno al uso de la fuerza a escala global: la OTAN, la cual observaremos a continuación. 
Seguridad 

OTAN: el auténtico espacio global de decisión política 
La Organización del Atlántico Norte (OTAN) nace en 1949 con el propósito (estipulado en el artículo 5 de su Carta fundacional) de garantizar la defensa colectiva a sus miembros ante una agresión externa
. Su composición original (las naciones industrializadas del bloque capitalista del hemisferio occidental) y la inclusión temprana de miembros de la periferia situados en áreas estratégicas de conflicto (Grecia y Turquía) delatan su propósito de contención al avance comunista. De hecho, su presencia motivaría la creación de un bloque semejante por parte del otro bloque (Pacto de Varsovia - 1955). El papel crucial de los EE.UU. en la efectividad de la política de contención aseguró un papel determinante de esta nación en las iniciativas de la OTAN. Dicho rol se vio potenciado en los últimos años por la inclusión (en 1999 y en 2002) de nuevos miembros de Europa del este cuyo alineamiento con las políticas exteriores norteamericanas surge por la necesidad de sustraerse a la órbita de influencia de Rusia.

Su estructura organizativa es dual: política y militar. El Consejo de la OTAN (con sus tres niveles de representación: embajadores, ministros de Defensa y Jefes de Estado) es la instancia superior en lo político. A ésta se subordinan, por obra de la reforma operada en 2002, los Comités Militar y de Planificación (antes relativamente autónomos) de quienes dependen los dos comandos permanentes (con sede en EE.UU. y Bélgica respectivamente) y todas la operaciones. Los estados miembros (26 en la actualidad) aportan cuotas en dinero y “especies” (hombres y material bélico), consensuadas y relativamente acordes con su capacidad (EE.UU. totaliza el 25% de los aportes). Todos ellos gozan de un voto: las decisiones se toman por unanimidad. Una característica notable de la OTAN, y que contrasta con su peso político en cuestiones de seguridad global, es la insignificancia de sus recursos permanentes: su presupuesto actual apenas excede los 1.500 millones de dólares, lo que representa un 0,3 % de los gastos anuales en defensa de sus estados miembros. Este hecho, sumado a la subordinación de sus instancias específicamente “militares” a las “políticas”, remarca el hecho de que la OTAN funciona como una suerte de foro en que se consensúan grandes orientaciones en defensa, tanto estratégicas como “técnicas”. La OTAN promueve reestructuraciones en los aparatos nacionales de defensa que acentúan la primacía norteamericana en la rama armamentística. 

También, como en otras instituciones de posguerra, el fin de la guerra fría implicó el desplazamiento de los objetivos originales: así, en la misma cumbre de Praga de 2002, fue sancionada la nueva orientación estratégica que suplanta la “defensa colectiva” por la “seguridad común”. Esta “seguridad común” implica la necesidad de intervención, bajo la forma de guerra preventiva, para neutralizar las potenciales amenazas representadas por los “estados ilegales”, según el término acuñado por George W. Bush en su discurso anual ante el Congreso en enero de 2002. El cambio, en estrecha sintonía con la “nueva orientación estratégica” presentada por el gobierno norteamericano en septiembre de 2002
, queda bien explicado en palabras del embajador norteamericano en la OTAN, Nicholas Burns: “La OTAN del pasado estaba orientada hacia el interior, a las amenazas de la Guerra Fría dirigidas al corazón de Europa. La OTAN del futuro se orienta hacia el exterior, a los retos planteados por las redes del terrorismo mundial y, en particular, a proteger a sus miembros del arco de inestabilidad que se extiende de Asia meridional y central a Medio Oriente y África del Norte.” (LM 20/5). Las costas del Atlántico llegan, al parecer, hasta Asia meridional pero no, curiosamente, a América Latina. Muchas cosas han cambiado, pero otras continúan: entre ellas, la concepción del “patio trasero”.

Pelea por las ganancias

Nuevos imperativos productivos para la rama armamentista

La rama de producción de armamento, desde sus orígenes, se distinguió del resto por determinados condicionantes. Convengamos en que su carácter mortífero la convierte en una mercancía peculiar. En tanto poseedora de una potencialidad disgregadora del orden social, los estados, desde su propia génesis, estuvieron llamados a ejercer un posicionamiento en relación al resto, respecto de su producción y circulación. Por lo general, las naciones adoptaron alguna fórmula que se ubicaba entre el monopolio estatal de la producción y circulación de armas, hasta cierta restricción a su circulación y monopolio de la utilización de ciertas categorías. EE.UU. es uno de los países que se coloca en uno de los extremos. La segunda enmienda constitucional
 otorga el derecho a la portación de armas para defensa propia. Esto implicó que ese país sea el principal exponente de un mercado de armamento constituido por la “sociedad civil”, el cual convivía con el habitual “mercado” establecido por el principio básico de los estados: el monopolio del uso de la fuerza. Entonces, prácticamente desde su formación, operó en EE.UU. una diversificación de la rama en dos, en relación con los mercados a los que estaba dirigida la producción de armamento. Una sub-rama que hoy se designa como “armamento convencional” y otra, definida por oposición a aquélla, como “armamento no convencional”. Veamos con detenimiento las características de cada una de ellas. 

La sub-rama de armas convencionales abarca básicamente armas de mano, munición y determinadas armas pesadas (morteros, ametralladoras), explosivos (granadas) y misiles de mano de corto alcance. En EE.UU., principal consumidor del mundo, la producción está dirigida a la población en general para defensa personal y a fuerzas de seguridad menores para represión interna. El desarrollo de la lucha de clases en el interior del espacio político nacional determinó un temprano anquilosamiento de la sub-rama, pues no existía la necesidad de desarrollar instrumentos más precisos. Productivamente, esto implicó una baja relación entre el gasto en Investigación y Desarrollo (I&D) y los costos totales por unidad: se trata de viejas patentes. Paulatinamente, esto empujó a la sub-rama a comportarse de manera análoga al resto de las ramas, pues el interés estratégico del conjunto de la burguesía de cada espacio nacional ya no se traducía en la necesidad de mantener un férreo control sobre la actividad de la misma. La posibilidad de deslocalizar la producción no fue objeto de preocupación y las firmas más poderosas del sector fueron buscando nichos de bajos costos laborales y de fluido acceso a insumos básicos a precios convenientes. Esto brindó la oportunidad de una mayor competitividad de los “países emergentes”, pues buena parte de la producción se realiza por franquicias
. 

El mercado internacional “legal” de estas armas se calcula en unos 100.000 millones de dólares anuales. El informe de UNIDIR (una agencia de la ONU que depende de la UNESCO y que aboga por la reducción del tráfico de armas ligeras) es una muestra cabal de lo manifestado: “Se calcula que en todo el mundo existe un arsenal de 500 millones de armas de fuego, a las que habría que añadir otros millones de armas a disposición de los cuerpos policiales y de seguridad. Desde que se inventó en 1947, se han producido unos 70 millones de Kalashnikov (AK-47), el arma ligera por excelencia, utilizada en 78 países y fabricada en 14. Del fusil norteamericano M-16 se han fabricado 8 millones de unidades, siendo producido en 7 países. Del alemán G-3 hay unas 7 millones de unidades, habiendo sido fabricadas en 18 países. Del belga FN-FAL existen entre 5 y 7 millones de unidades, que se producen en 10 países. Finalmente, de la pistola israelí Uzi existen unos 10 millones de unidades. En algunos países, como en Estados Unidos, puede que haya más armas que personas (...) pues cada año salen al mercado más de 4 millones de armas, un millón de las cuales son de importación (...) En el pasado, gran parte de este arsenal fue suministrado por las dos grandes potencias militares, Estados Unidos y la URSS, ya sea por intereses puramente comerciales o como parte de su estrategia de rearmar a sus aliados. Hoy, sin embargo, el número de países que suministran este tipo de materiales ha aumentado, con lo que se incrementa no sólo el material puesto a disposición de los compradores, sino la dificultad de controlar este tráfico. UNIDIR ha identificado al menos a 300 compañías de 52 países que en 1994 fabricaban armas ligeras. De estos países, 22 eran países del Sur que producían bajo licencia y 16 de ellos también exportaban. Algunos de los principales productores actuales son: Alemania, Austria, Bélgica, Brasil, Bulgaria, China, Egipto, Estados Unidos, Francia, Israel, Polonia, Reino Unido, Rumania, Rusia, Singapur y Sudáfrica. Estados Unidos es el principal productor y exportador mundial.
En la sub-rama de armas no convencionales la característica principal es el alto grado de tecnología que llevan incorporada (I&D se lleva en promedio un 13,5% del total de los ingresos), lo que le otorga un sostenido y permanente crecimiento en los índices de precisión, efectividad, masividad y alcance. La producción está destinada fundamentalmente a conflictos externos, es decir, el enfrentamiento con alianzas de otras fracciones de la burguesía. La diversificación creciente del tipo de armamento transforma potencialmente a esta rama en un elemento cimentador de alianzas productivas: ramas como informática, aeroespacial, comunicaciones, electrónica, química, petroquímica y farmacéutica participan en su desarrollo. La concomitante envergadura productiva acelera la tendencia a la concentración en pocos conglomerados con estrechas relaciones con los gobiernos (la oferta y la demanda son absolutamente oligopólicas por su carácter político) y la asociación entre competidoras es moneda corriente
. La cifra de negocios anual es de unos 280.000 millones de dólares. 

Si bien ambas precisan aceitar su conexión con la institucionalidad política
, la sub-rama de armamento no convencional depende de ello aún más: “George Bush sedujo a la industria de defensa y en especial a su sector espacial con dos proyectos. El primero es el viejo caballito de batalla del escudo anti-misiles. Su costo (10.000 millones de dólares sólo en 2005) parece exorbitante a Kerry. Por otra parte, el actual presidente propone la construcción de una nueva nave espacial de exploración y la creación de una base lunar para que el hombre ponga pie al fin sobre Marte. Costo estimado: 20.000 millones de dólares anuales hasta 2020, en beneficio de grandes gigantes industriales como Lockheed Martin. Consecuencia: el sector ha donado el doble a los republicanos que a los demócratas en la campaña presidencial. Pero los lobbystas del sector están prestos, además, a evitar que Kerry, de ganar, bloquee estos programas” (LF 29/10). En rigor, la alianza entre fracciones que controla el poder político debe presentar su interés particular (la acumulación de pertrechos bélicos) como interés general de la sociedad. Para ello, debe encontrar motivaciones reales de las cuales el conjunto de la burguesía sea perfectamente consciente (asegurar el abastecimiento de energía
) y, a su vez, puedan ser presentados a la sociedad de manera “digerible” (guerra contra el terrorismo). Ésta es la situación actual, en la cual el mal llamado “unilateralismo” opera de manera que no deja espacio para la conformación de un rival concreto
. Hasta la caída del último bloque antagónico, el soviético, las cosas eran algo diferentes.

El llamado “complejo militar-industrial” es la cristalización de la alianza de fracciones que gobierna los EE.UU. Con períodos de control de mayor o menor número de espacios institucionales (cuyo cenit es el de la Casa Blanca), la rama armamentista en cuestión nunca fue desplazada de aquellos estrictamente relacionados con su actividad, es decir, el Departamento de Defensa y las Fuerzas Armadas y de Seguridad
. Desde su surgimiento durante la movilización económica de la Primera Guerra Mundial, dicho complejo tuvo años de desarrollo hasta alcanzar el mayor grado de interpenetración con el mundo empresario: actualmente los puestos políticos son ocupados por personal extraído de los distintos niveles de decisión de las empresas más importantes, presentando cierta división resultante de la pertenencia a uno u otro partido. Las iniciativas destinadas a desarticular esta madeja de relaciones fueron desbaratadas rápidamente
. El apogeo fue alcanzado durante la guerra fría. Por ende, la caída del bloque soviético, obligó a una redefinición estratégica para la sub-rama.

Las cifras dan cuenta de una caída global en los gastos de defensa entre 1985 (1,215 billones de dólares de 1998) y 1998 (803.700 millones). Ahora bien, esta reducción fue asimétrica: el presupuesto ruso
 de defensa equivalía en 1998 al 20% del de 1985; el norteamericano, en cambio, era en 1998 igual al 75% del de 1985. La guerra de Yugoslavia constituyó un punto de inflexión
: “Cambió la idea de los militares sobre el tipo de equipamiento necesario y se prevé un ciclo masivo de reemplazo (...) La industria está entrando en un período de producción para el equipamiento como no se ha experimentado en veinte años (...) la declinación del gasto militar que siguió al fin de la guerra fría, ha terminado” (FT 30/4/99). Inmediatamente después de dicho conflicto, se verifica un aumento inmediato en los gastos de Japón, China –que en 1999 desplaza del 4º lugar a Francia– y del resto de los países de la OTAN (es decir, exceptuando a EE.UU., Francia, Alemania y Reino Unido). Este proceso de reordenamiento de los mercados se verifica en la tendencia al incremento de la producción destinada a la exportación, que pasó de un 30% en 1990 a un 42% en 2000.

Los mayores exportadores son los países que poseen asiento permanente en el Consejo de Seguridad más Alemania. Estos seis totalizan casi un 85% del valor realizado en el comercio internacional. EE.UU. (44,5%), Rusia (17 %) y Reino Unido (6%) son los tres principales. Mientras tanto, los mayores compradores son Emiratos Árabes (15.700 millones de dólares en 2003) y China (13.700 millones), a los que siguen (sin datos): Egipto, India, Israel, Arabia Saudita, Corea del Sur, Sudáfrica, Malasia y Pakistán. Por ende, la pelea abierta se da en los mercados externos, especialmente en países emergentes.

Un caso particular lo constituye China, por un doble motivo. En primer lugar, constituye el consumidor de crecimiento más dinámico y acelerado en la actualidad, principalmente por el volumen de compras en relación con el consumo de armas (cosa que no sucede con los EE.UU., comprometido militarmente en diversos lugares del planeta). En segundo lugar, –y esto constituye un significativo antecedente en la conformación de alianzas globales– “China está promoviendo la transformación de su aparato militar en una maquinaria tecnológica capaz de proyectarse globalmente para el 2010. Y apuesta al suministro europeo para ello” (Globe Correspondent 1/8/04). Queda lugar para presuponer que la hipótesis potencial de conflicto entre EE.UU. y China, planteada en el Análisis Nº 52, aún le quita el sueño a más de un funcionario pekinés.

Gastos en defensa anuales – año 2001 (en miles de millones de dólares):

	EE.UU.
	322,4

	Rusia
	63,7

	China
	46,1

	Japón
	39,5

	Reino Unido
	34,7

	Francia
	32,9

	Alemania
	26,9

	Arabia Saudita
	24,3

	India
	14,2

	Israel
	10,4

	Taiwán
	10,4 


Datos del IISS, International Institute for Strategic Studies, en el Atlas de Le Monde Diplomatique 2003.

América Latina

Un nuevo fracaso de integración comercial ha sumado el MERCOSUR en su intento de llegar a un acuerdo con la Unión Europea (UE), uno de los bloques comerciales más importantes del mundo. Ante esta situación se abre una nueva etapa para los países del bloque sudamericano y los estados asociados a él. En la cual tendrán que nuevamente limar asperezas y aunar fuerzas para definir la política económica para encarar los futuros acuerdos comerciales.

Estos acuerdos se vuelven cada vez más indispensables, ya que el capital más concentrado necesita expandirse y todo parece indicar que el MERCOSUR está quedando “chico” a estos grandes capitales. Es por esta razón, que no nos debe extrañar, que fue justamente Brasil el que más flexibilizó las posturas ante la UE en busca llegar a un acuerdo.

Por otra parte, y relacionado con lo anterior, esta disputa permanente por nuevos mercados repercute en el plano militar, siendo necesaria una toma de posiciones ante la avanzada de los EEUU y al papel que éste intenta imponerles a las Fuerzas Armadas nacionales latinoamericanas. En este nivel, el proyecto de integración económica momentánea que se plantea el MERCOSUR se trata de plasmar en el plano militar, buscando la integración de las FFAA, conservando el rol tradicional para las que fueron creadas.

Por último, las elecciones presidenciales, provinciales y municipales celebradas en distintos países sudamericanos acentúan la “contrahegemonía cada vez más hegemónica”, desarrollando en cada caso todas las contradicciones que arrastran estas fuerzas en cada país.

Pelea por los mercados

Sin acuerdo con la Unión Europea

Las negociaciones para cerrar el acuerdo comercial entre el MERCOSUR y la UE terminaron en fracaso y se postergaron las conversaciones para el año que viene (en marzo de 2005 se estima que nuevamente los representantes comerciales retomen las mismas). El acuerdo, de haberse concretado, hubiera sido la integración económica más grande del mundo. 

El MERCOSUR quedó de esta manera al margen de los dos acuerdos que se estimaban iban a celebrarse para este año: el ALCA (tendría que estar cerrado para el 31 de diciembre) y el recién citado de la UE.

Los factores de ambos estancamientos tienen en su génesis el meollo central de la reproducción del sistema capitalista; a saber: la conquista permanente de nuevos mercados, o dicho de otra manera, el acaparamiento de nuevos mercados por parte del capital más concentrado en detrimento del capital menos concentrado. 

En el caso de las negociaciones con los europeos, por el peso de la industria manufacturera (pensemos sobre todo en Alemania y Francia) y el ofrecimiento que estos hacían en el rubro servicios, los sectores de las burguesías sudamericanas vinculadas a este sector (sobre todo textiles, calzado, automotriz, metalúrgica, etc.) imponían una serie de restricciones que dejaban insatisfechos a los países de la UE. A la inversa, el desarrollo impulsado por el sector agrícola ganadero (así como el agroalimentario) traería pesadas consecuencias en los países europeos, sobre todo a sus campesinos y productores medianos, que gracias a los subsidios que reciben pueden ocupar un lugar en un mercado mundial harto competitivo, y en lo que los países del MERCOSUR han demostrando el alto nivel alcanzado en los últimos años, encabezando el listado de países exportadores en estos rubros. Es por ello que los europeos imponen cuotas en carnes, productos alimenticios, golosinas, aceites, etc. 

Si estas fueron las razones por las que fracasó (por ahora) este acuerdo, habría que leer las declaraciones de los ministros y cancilleres luego de la otrora fracasada cumbre de Puebla (México), en febrero de este año, para verificar que los mismos argumentos eran esgrimidos en torno al porqué no se cerraba el acuerdo con los norteamericanos por el ALCA; aunque, como veremos enseguida, el tono de la misma era en un grado superior (ver Seguridad).

Por el peso de su economía, es Brasil la burguesía más importante de Sudamérica. Esta posición la lleva a pelear con más fuerza ante las distintas potencias poniendo más reparos a los acuerdos, pero a su vez es ella la que necesita más de los grandes mercados norteamericanos, europeos, y ahora, del asiático (Chino). Es por ello que a pesar de la retórica empleada, fue la que más flexibilizó sus posturas ante la UE, a sabiendas que un acuerdo con estos le permitiría aunar fuerzas en las futuras negociaciones por el ALCA. Ahora, sin acuerdo, ni con el viejo continente ni con la potencia del norte, se tendrán que reagrupar nuevamente las fuerzas dentro del MERCOSUR (evitar asperezas entre Argentina y Brasil) y pelear junto a los nuevos socios que ingresaron al bloque. 

Uno de los pasos fue, a pesar del fracaso en materia económica, proseguir con las conversaciones y cerrar el acuerdo de los otros dos proyectos de integración con los europeos: el político y el de cooperación. 

El primero tiene como fin establecer la democracia como forma de gobierno, luchar por gobiernos transparentes (evitar casos de corrupción) y, por último, impulsar el multilateralismo (en franca oposición al proyecto económico y militar impulsado por EE.UU.). El segundo proyecto tiene como meta crear fondos de la UE para el desarrollo económico y social del MERCOSUR y de las regiones más golpeadas de éste (véase LN 9/10).

Hacia dentro del bloque, los primeros intentos para aunar fuerzas en las peleas que se avecinan se materializaron con la reunión empresarial entre la Unión Industrial Argentina (UIA) y la Federación Industrial del Estado de San Pablo (FIESP) En ella se intentó dar respuestas ante la ausencia de reglas claras y consensuadas para atraer inversiones y discutir las asimetrías comerciales. El canciller brasileño Celso Amorim expresó la nueva etapa en la que debe entrar el MERCOSUR: “En vez de estar discutiendo si tenemos el 50 o el 60% del mercado argentino de heladeras, tenemos que hacer una heladera del MERCOSUR que salga a competir al mundo. Es muy importante que tengamos un intercambio de ideas a futuro.”
Por último, se ratificó en Uruguay el acuerdo económico firmado con la Comunidad Andina de Naciones (CAN, integrada por Venezuela, Colombia, Ecuador, Perú, Bolivia), con el fin de crear una Comunidad Sudamericana de Naciones: “La firma de este convenio es un claro paso hacia la Comunidad Sudamericana de Naciones”, afirmó Amorim. 

Seguridad

Por un proyecto militar regional

Si como dijimos más arriba, las burguesías locales sólo pueden acceder a nuevos mercados minando su propia base de reproducción, la situación se pone más que turbia cuando el fututo “socio” en nuevos acuerdos (EEUU) tiene la siguiente meta: “Nuestro objetivo con el ALCA es garantizar a las empresas norteamericanas el control de un territorio que va del polo ártico hasta la Antártida, libre acceso, sin ningún obstáculo o dificultad, para nuestros productos, servicios, tecnología y capital en todo el hemisferio.”, Colin Powell, secretario de Estado norteamericano (C 18/3)
. Si el ALCA es la eliminación de las barreras comerciales y, por ende, el intercambio libre de productos o mercancías, lo que se busca es eliminar lo que queda de las autodenominadas burguesías nacionales o locales; por lo tanto, se necesita una fuerza que opere ya no como defensor de las fronteras nacionales (de esos países) sino que actúen como fuerza policiales capaces de reprimir los movimientos antisistémicos o alternativos a esa nueva fuente de poder.

Ante este objetivo económico, los factores político y militar son fundamentales. El político será tratado en el próximo número. Pero detengámonos en el militar. 

Esta esfera, que reemplaza a la política, o lo que es lo mismo, es la política por otros medios, también está siendo manipulada por la estrategia de seguridad de EE.UU. en sintonía con su proyecto económico. En un informe del National Security Council (CNS), reproducido por Le Monde Diplomatique (LMD), se plantea que para la seguridad del territorio y la de sus ciudadanos hace falta: “[...] derribar las barreras comerciales en el extranjero con el objeto de crear puestos de trabajo en el país (por EE.UU.)” y completa que: “Haremos lo que sea necesario para defender estos intereses. Incluso usaríamos nuestro poder militar en forma unilateral y decisiva, si fuese necesario.” (LMD, septiembre de 2001).

Obviamente que antes de llegar a la intervención directa se utilizan otros mecanismos que evitan ese escenario. Lo que ideó EE.UU. fue lo que se conoció como la Guerra de Baja Intensidad (GBI), acompañado de la teoría del Conflicto de Baja Intensidad (CBI).

Estos CBI surgirán (y surgen) como consecuencia de los descontentos sociales a raíz de la marginación económica de la mayoría de la población. Descontento que puede tomar la forma de movimiento sindical, político, de masas, indigenista, guerrillero, etc. Ante esta hipótesis, es necesario aplicar, según la doctrina de EE.UU., la GBI, que tiene como fundamento: “[...] asegurar el terreno, tenerlo bajo control antes que los conflictos estallen” (LMD, septiembre 2001). Para ello se necesitan unidades militares entrenadas, de rápida acción y desplazamiento, que evitan la proliferación del conflicto. Para este objetivo, EE.UU. busca que las Fuerzas Armadas (FFAA) de cada país actúen como un cuerpo más en este proceso de control interno, hacia dentro de los estados, dirigidos por Washington y las empresas multinacionales que operen en esos países, proyecto que choca con la misión histórica del ejército como guardianes de las fronteras nacionales. 

Ante esta avanzada, los ejércitos nacionales de los distintos países sudamericanos rechazaron de plano la función que EE.UU. intenta imponerles. 

En el mes de septiembre, en una reunión de los ministros de Defensa de la región, quedó en claro la negativa de los ejércitos de actuar en el marco de los conflictos internos tal como lo propone EE.UU. (y aceptado por los países centroamericanos y Colombia -véase aparte-). El que sintetizó esta cuestión fue el ministro de Defensa argentino, Pampuro, que ante la pregunta de si recibían presión desde EE.UU. para que las FF.AA. cumplan la función de seguridad dentro de las fronteras nacionales, afirmó que: “Siempre hay presión, no mucha, pero hay presión para volcar recursos e instrumentar una especie de guardia nacional. Es un criterio que impulsan básicamente Canadá y Estados Unidos” (C 13/9). Si lo que aceptan en parte las FF.AA. sudamericanas es combatir el terrorismo, ayudando en la logística, se diferencian en lo tocante a actuar en combates directos y en la actuación de conflictos internos: “La visión del norte, EE.UU. y Canadá, respecto de las fuerzas armadas, es más de acción policial o de control interno ligada a la seguridad, el terrorismo y el narcotráfico. Nuestra visión es diametralmente opuesta. Tenemos una idea más tradicional de las fuerzas armadas, de defensa del territorio. Los países que estamos aquí queremos mantener a las fuerzas armadas lejos de los problemas de seguridad interna.”, dijo Pampuro. (C 14/9). 

¿Esto niega alguna participación de las FF.AA. en intervenciones directas? En absoluto: en Paraguay el ejército salió a “patrullar” las calles debido a la inseguridad y sucesivos asesinatos y secuestros que padecía Asunción, en el que la policía aparecía como la máxima implicada; en Brasil el ejército cumple un papel clave en la lucha contra el narcotráfico y en el accionar contra las bandas de las favelas de Rio de Janeiro. 

El hecho es quién las dirige; quién es el responsable en estas acciones. El máximo representante político del MERCOSUR, Eduardo Duhalde, quién ocupa el cargo de Presidente de la Comisión de Representantes permanentes del MERCOSUR, consultado por Lula, impulsa esta idea de participación de las FF.AA. en la lucha contra el delito, inseguridad y crimen organizado: “yo incluso pensé que tenían que funcionar las fuerzas armadas, fui muy criticado por eso; como pasa en Rio de Janeiro que, cuando en las favelas hay problemas, el ejército también participa.” (LN 16/10).

Pero tampoco hay que suponer que se produce un nuevo giro “nacional” de estas FF.AA. encerradas en estas fronteras; lo que se propone es, justamente, a partir de ese rol tradicional, realizar la integración militar, no ya como meras patrullas de seguridad interior, al estilo de los países centroamericanos, sino una integración en la asistencia, entrenamiento, logística, etc: “Hay que integrar más a los ejércitos o a las marinas en un proyecto común y regional y ver la problemática global de Latinoamérica un poco despegada de la agenda tradicional norteamericana. [...] Pero déjeme aclarar que al hablar de integración no estamos pensando en una OTAN (Organización del Tratado del Atlántico Norte) pero sí en fuerzas integradas en la región con ejercicios o la producción conjunta para la defensa.”, concluyó Pampuro (C 13/9).

En franca oposición a la unilateralidad de EE.UU., la ministra de defensa chilena Michelle Bachelet, resaltó: “nos preguntamos si existe una agenda única o varias agendas” de seguridad [...] “hay problemas comunes a los países y las respuestas pueden ser diversas.” (C 14/9).

Coyuntura Política

Relaciones de fuerza, elecciones, y cambios en la esfera (y en la historia) de las relaciones políticas. 

En Uruguay, el domingo 31 de octubre, se impuso en las elecciones presidenciales el candidato del Encuentro Progresista-Frente Amplio-Nueva Mayoría (EP-FA-NM) Tabaré Vázquez en la primera vuelta electoral, con un 50,7% de los votos sobre un 33% del candidato del Partido Nacional (blancos), Jorge Larrañaga. En tercer lugar, y lejos, quedó el candidato del oficialista Partido Colorado, Guillermo Stirling. De esta forma, por primera vez en la historia del Uruguay, se impuso en un proceso electoral una fuerza política que nada tiene que ver con los “partidos tradicionales” que han ocupado el gobierno, en este caso de Uruguay, desde hace 170 años. Además, esta fuerza tiene la característica de aglutinar a distintos sectores de izquierda y centro-izquierda, que incluyen desde progresistas moderados desencantados con los partidos tradicionales, hasta los ex tupamaros (guerrilla urbana) de los años sesenta y setenta. Esta unidad es un proceso que lleva más de treinta años de construcción y tiene carácter inédito en América Latina. ¿Qué cambia, qué sigue, qué representa este hecho político en Uruguay y en la región?

Un poco de historia con mucho de los colorados y blancos. 

La declaración de la independencia uruguaya data de 1830, cuando este territorio llamado “Banda Oriental” dejaba de estar influenciado –al menos formal y directamente– por otro territorio extranjero, como era el caso del Imperio de Brasil y anteriormente de la corona portuguesa y española. Ya en ese entonces, es cuando surgen los dos bandos políticos que se dirimieron el poder hasta hace algunos días, es decir, el Partido Nacional (llamados blancos) y el Partido Colorado. 
Si los blancos eran la expresión de los caudillos del campo uruguayo, los colorados comenzaron a mirar al exterior, no sólo desde el punto de vista económico sino también desde lo institucional y político. El desarrollo de una oligarquía montevideana con base rural acompañó la consolidación de los colorados en el poder político en la última parte del siglo XIX y fueron ellos los que introdujeron las reformas en cuanto a una nueva representación política, a reformas electorales, al desarrollo por parte del Estado de áreas como la educación y a la separación entre la Iglesia y el Estado. 

Pero sus reformas lo llevaron al enfrentamiento armado con los blancos. En 1903 tuvo lugar la última y sangrienta guerra civil entre blancos y colorados. Tras la derrota de los blancos, tuvieron que pasar muchos años para que estos vuelvan al poder político, cosa que ocurrió recién en 1958. El Uruguay batllista había triunfado y reformado el país, pero el mismo seguía dependiendo de sus exportaciones agropecuarias, y la presencia de un ahora sector urbano ligado al desarrollo y crecimiento de la economía primaria, no marcaba mucha diferencia con los primeros tiempos de la república. 

A partir de 1958, cuando comienza la alternancia entre blancos y colorados, los primeros eran considerados el partido del interior que representaba a los propietarios rurales –y también a la población rural no propietaria–, en un intento por convertirse en un partido “popular”. Los colorados, manteniendo un perfil más ciudadano y urbano, se alinearon como un partido de centro-derecha, con valores republicanos y liberales. A pesar de esta alternancia en el poder, Uruguay no estuvo exento de las tensiones sociales: igual que en América Latina, la protesta social crecía cada vez más. En los años setenta, se produjo el acceso al gobierno del Estado de cuadros militares que –en sintonía con lo ocurrido en Chile y Argentina– tenían por objetivo implementar reformas económicas y eliminar toda fuerza social de oposición que pusiera en tela de juicio el orden social vigente. A esa altura el Frente Amplio ya había dado sus comienzos en la construcción de una fuerza política de unidad. 

Terminada la dictadura militar en 1985, los dos gobiernos colorados de Sanguinetti (85-90 y 94-99) y el blanco de Lacalle (90-94) fueron los encargados de introducir el neoliberalismo, aplicando una serie de reformas económicas, privatizaciones y ajuste del Estado. El primero de ellos tuvo que resolver la cuestión militar con una amnistía para todos los que cometieron violaciones a los derechos humanos entre 1973 y 1985, medida que quedó convertida en ley luego de su aprobación en referéndum en 1989. Las masivas protestas sociales no dejaron aplicar en su totalidad todas las reformas. 

Pero en 1999, por primera vez en la historia política de Uruguay, blancos y colorados decidieron combinar sus colores, no por propia voluntad, sino por la oposición a ambos que desarrolló una nueva fuerza política nacional, el EP-FA. De esta forma, en segunda vuelta electoral, Jorge Batlle (colorado) apoyado por los blancos ganó sobre el candidato del EP-FA, Tabaré Vázquez. 

La política económica del actual presidente Batlle tuvo un claro alineamiento con el FMI, continuó impulsando el proceso de privatizaciones y alentó la llegada de inversiones extranjeras. Los saldos arrojados de estos últimos años son: la población por debajo de la línea de pobreza subió de 16,7% en 1998 a 30,9% en 2003, la deuda externa (12.000 millones de dólares) es un caso único en América Latina, no por la cantidad sino porque es apenas mayor que su PBI y esto tiene que ver con la crisis financiera de 2002 donde Uruguay se ha endeudado más con el FMI en forma de salvataje financiero; la desocupación también ha alcanzado cifras del 20% (C, 18/10).

El Frente Amplio y la construcción de unidad. 

El Frente Amplio (FA) data de una construcción política iniciada en 1971 por el General Líber Seregni. Este hombre militar dejó las estructuras del ejército para dedicarse a construir un espacio político que dispute la hegemonía blanca y colorada. Estas expresiones provocaron fracturas o escisiones que comenzaron a mirar a los sectores populares pero ya no como sus enemigos. Es de destacar que esta no fue la tendencia principal sino la minoritaria. Pero lo cierto es que el camino iniciado por Seregni aglutinó a las distintas fuerzas populares y de izquierda, que de entrada se lanzaron a participar de las contiendas electorales, tal como en 1973, donde el ex general salió tercero en las elecciones con el 18% de los votos. El FA aglutinaba a comunistas, socialistas, nacionalistas de izquierda, progresistas, democristianos. Durante los años de la dictadura militar sus dirigentes sufrieron persecuciones, encarcelamientos y algunos están desaparecidos. 

Sin embargo, con la vuelta a la democracia, el espíritu de construcción de una fuerza alternativa a los partidos tradicionales de derecha siguió su camino. Con la integración del Movimiento de Participación Popular (la ex guerrilla tupamara) y prácticamente todas las fuerzas que van desde el arco progresista hasta la izquierda, el FA ganó la intendencia de Montevideo en 1989 y comenzó a disputar poder real en los primeros años de la década del ‘90. Nada tiene que ver el FA con los partidos tradicionales, ya que el desarrollo del mismo no son escisiones de los partidos mayoritarios –salvo algunos dirigentes del interior (blancos) descontentos con su tradicional partido que, habiendo formado un espacio progresista autónomo, se han sumado a la construcción ampliando la sigla a EP-FA. Con algunos desprendimientos coyunturales que luego volvieron, como la Democracia Cristiana y el grupo Nueva Mayoría del senador Michelini (hijo del desaparecido dirigente por la última dictadura militar uruguaya), el ahora EP-FA-NM disputó las elecciones presidenciales desplazando en la primera vuelta a los candidatos blancos y colorados. 

¿Qué implicancias tiene este hecho político? Por un lado, es la expresión de nuevas fuerzas políticas que empiezan a desplazar a las tradicionales organizaciones que han sido responsables de las políticas de los últimos años, rechazadas éstas por el conjunto de la población. El FA, con un proceso de construcción diferente, logró canalizar ese descontento de la protesta social, y hoy se encuentra en la esfera de lo político siendo expresión de esos sectores populares. Siempre decimos aquí que la pelea en la esfera política entre fracciones sociales se da en forma de alianza, el EP-FA-NM como expresión política de una alianza social no está exento de ella, su virtual ministro de economía, Danilo Astori, sería la expresión de sectores del capital en esa alianza social con aquellos sectores populares. En el Análisis anterior hemos marcado las diferencias que estableció Astori con el gobierno de Chávez y su preferencia por el gobierno de Lula. En este sentido, ante la pregunta sobre si se iban a poder realizar inversiones en un buen “clima”, el virtual ministro declaró: “A los inversores, les digo una frase de Lula que es muy clara: ‘ustedes inviertan, que los únicos riesgos que van a tener son los del capitalismo’. Es decir, deseo que los empresarios hagan dinero, pero no los voy a salvar si les va mal.” (LN 7/10). 

No sabemos aún cómo se desarrollará esa pelea al interior de esta alianza que acaba de acceder al gobierno del Estado; sí sabemos, por lo pronto, que ese acceso contribuye a consolidar la “contrahegemonía cada vez más hegemónica” que se viene desarrollando en América Latina y que incluye, con diferencias notorias, a Cuba, Venezuela, Brasil y Argentina. Sabemos que, con matices, el enemigo claro de esta contrahegemonía es el neoliberalismo de los noventa, el Consenso de Washington y la hegemonía global de EE.UU. 

Consolidación del nuevo esquema político en Brasil

En Brasil las elecciones de octubre no disputaban el poder a escala nacional, pero sí un poder no menos importante que es el poder local, donde se construye en proyección a lo nacional. Dos hechos significativos han ocurrido. 

Si bien, por un lado, el Partido de los Trabajadores (PT) de Lula se ha consolidado a nivel nacional y con bases locales de poder en todo el país, pasando de controlar 185 intendencias a alrededor de 500, por otro lado, ha sido derrotado en segunda vuelta, en ciudades y estados importantes como la alcaldía de la ciudad de San Pablo, la más importante de todo Brasil, en manos del Partido Social Demócrata Brasileño (PSDB) (que llevó al ex candidato a la presidencia José Serra, que cosechó el 54,87% de los votos frente al 45,13% de la petista Marta Suplicy, la alcaldesa que buscaba su reelección y que había ayudado mucho con su primer triunfo hace cuatro años para que Lula llegara al poder) así como la derrota en Río de Janeiro y Porto Alegre ante distintas fuerzas políticas. 

¿Qué pasó entonces en las últimas elecciones? En esta contienda electoral se empezó a consolidar un nuevo escenario político. Por un lado, el PT se afirma como partido nacional, y por otro, la oposición a Lula está cobrando forma en el proyecto de el ex presidente Cardozo con su partido, el PSDB, de tendencia socialdemócrata en sus ideas y de fuerte vinculación a los sectores más concentrados de la economía del Brasil y a los sectores del capital extranjero. 

La disputa entre Marta Suplicy y José Serra en primera y segunda vuelta electoral por la alcaldía más importante del país, San Pablo, fue el reflejo de esa pelea política, que retomaremos en el próximo Análisis de Coyuntura.
El frente Bolivariano se afianza en Venezuela

Nuevamente se han dirimido las fuerzas políticas en este país. Luego de rechazar en agosto la revocatoria presidencial que impulsaba la oposición con el 60% de los votos y un aluvión de votantes que superó con creces cualquier elección anterior, se realizaron el 31 de octubre elecciones para elegir gobernaciones e intendencias. 

La mayoría de las gobernaciones quedaron en manos de los bolivarianos, lo que representa una nueva victoria de este frente y la ratificación del proyecto impulsado por Hugo Chávez. Lo más destacado no sólo fueron los triunfos en estas gobernaciones, entre las que se destaca la de Miranda -controlada por Enrique Mendoza, principal opositor al presidente Chávez- y los estados de Tachira y Apure, fronterizos con Colombia, (en el próximo Análisis de Coyuntura desarrollaremos la importancia de estos estados fronterizos, en el que uno terminó en manos de la oposición, a saber, el de Zulia, al noroeste del país), sino también en la alcaldía Metropolitana y en la de Caracas, capital de la república, por lo que las relaciones de fuerzas se han volcado a nivel nacional en favor del actual presidente.

Conflicto Social

Colombia: militarización social con ayuda del gran hermano

Yanqui go home; estas palabras de antigua resonancia se leían a fines de agosto del 2000 en los muros de la antigua ciudad colonial de Cartagena. Todo el esfuerzo del gobierno colombiano por enmascarar la realidad se despedazaba. Sin embargo, esta expresión sentida no alcanzó para evitar el anuncio, en esta ciudad, de la puesta en operaciones del Plan Colombia y una nueva era de las relaciones colombiano-estadounidenses.

El “Plan” impulsado por Washington decía tener como principal objetivo terminar con el tráfico de drogas, reprimiendo el accionar de las guerrillas y la labor de los campesinos productores. Pero ya en los inicios del mismo, en marzo de 2001, un avezado observador y defensor de los derechos humanos, el jesuita Javier Giraldo, denunciaba: “es claro que la estrategia militar y represiva que se plantea (el Plan) contra el narcotráfico es una mera ficción. Sirve sólo para disfrazar el involucramiento de EEUU en el conflicto político-militar de Colombia.”. No se nos escapa tampoco que esta avanzada fue regional; esto es palpable en la base aérea que el país del norte montó en Manta (Ecuador) como centro de gravedad de las operaciones del Comando Sur
. El proceso de militarización al interior de Colombia, de ese tiempo a esta parte, no descansó y acaba de conseguir que el congreso norteamericano levante la restricción que limitaba a 400 el número de efectivos militares, duplicando su número y camuflándolos en fines logísticos y de formación de tropa, ya que legalmente no pueden combatir. El aumento de tropa en este espacio estratégico no se detendrá, ya que los distintos alineamientos de oposición a la política de EE.UU. en el continente (la “contrahegemonía cada vez más hegemónica” de la que hablamos más arriba) se traducen en un alerta y la respuesta es mayor involucramiento.

Oposición interna

El fortalecimiento del Ejercito Colombiano con ayuda de EE.UU., tuvo como reacción la propuesta que el Ejercito de Liberación Nacional (ELN), la segunda guerrilla del país (5000 combatientes), le realizó a la Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC, 15000 combatientes), con el fin de unificar energías en la lucha política y social, apoyando el llamado a la unidad insurgente en “el rechazo a las políticas de Uribe que ha ido creciendo en una importante franja de organizaciones populares, sectores intermedios y fuerzas sociales.” (ET 10/10). 

Esta caracterización del ELN cristalizó días mas tarde en la mayor huelga y movilización desde que Álvaro Uribe es presidente. Arrancando con un paro de 24hs del sector publico, la jornada de lucha terminó arrastrando a la calle, según la Central Única de Trabajadores de Colombia (CUT), 1,4 millones de personas en todo el país, entre empleados públicos, campesinos, indígenas y estudiantes. El tratado de Libre Comercio con EE.UU. amalgamó los reclamos de la jornada de protesta: “Las centrales obreras y los partidos democráticos de izquierda nos unimos en este evento histórico para rechazar la negociación de este tratado y las reformas jubilatorias y tributarias, que son ordenadas por el FMI para obligar a mantener el pago oportuno de la deuda externa sin importar la inversión social.” (C 13/10). No faltaron las consignas contra la reelección de Uribe, exigiéndole que respete el estado social de derecho y una salida negociada al conflicto armado. 

La masividad en la jornada de protesta nos muestra un despertar en el aplacamiento de las fuerzas sociales colombianas. Recordemos la represión a esta sociedad, que tuvo como resultado, a mediados de los ‘80, el asesinato y desaparición de 25.000 miembros de la izquierda y personalidades progresistas. Tan sólo al partido Unión Patriota le asesinaron 3.000 militantes, incluidos dos candidatos a la presidencia, casi todos los alcaldes, ediles y parlamentarios.

Poner fin a la violencia por delegación: Plan Patriota

Luego de la represión y masacre realizada hacia la oposición legal en los años ‘80, se fortaleció la guerrilla en el ámbito rural. 

Una nueva estrategia para combatir a estas fuerzas de oposición armada fue la creación de las Asociaciones Comunitarias de Seguridad Rural (“Convivir”), que el gobierno de Cesar Gaviria creó en 1994. Básicamente, esto incentivaba la colaboración civil con la fuerza publica. El simple fin de recabar información no encubría el objetivo central: reclutar a la población civil para que sirviera de vertiente legal al paramilitarismo. Uribe, que por ese entonces era gobernador de la zona rural de Antioquia, impulsó “Convivir”, y asumió la presidencia en 2002, como representante de los intereses de los grandes hacendados. Estos, como grupo social de gran significación regional, se encuentran subordinados a escasos pero grandes grupos económicos, ligados al capital financiero, y que en la actualidad hegemonizan y estructuran la cúpula del poder.

El disciplinamiento social que exige la clase dominante toma cuerpo en la profundización de “convivir” (a partir de 2003), y su intento de reclutar a un millón de colombianos como informantes, transformar a 25.000 campesinos e indígenas en milicianos e impulsar frentes locales de seguridad en los barrios. En la legalización de estos aparatos contrainsurgentes se evidencia claramente la posibilidad que se les abre a las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC), paramilitares, -hoy negociando con el Estado su desmovilización-, de reinsertarse legalmente en la represión insurgente que hoy se enmarca en el Plan Patriota: “La idea de Uribe es que no sean ahora los paramilitares quienes se enfrenten a las FARC, sino el propio Estado con ayuda extranjera, otorgando legitimidad al combate a la guerrilla.” (LN 12/10). Esta avanzada que impulsa el gobierno en su intento de construir una cultura ciudadana homogénea responde también a la necesidad norteamericana de avanzar en el patio trasero, legitimando su presencia en la “ayuda a limpiar” el conflictivo territorio colombiano. Es justamente Uribe el máximo aliado en lo que respecta al papel que las FF.AA. deben cumplir dentro de los territorios nacionales, impulsando la tesis desarrollada por EE.UU. (véase Seguridad). 
Argentina

Tras un año de durísimas negociaciones, se acerca el desenlace final de la reestructuración de la deuda con los acreedores privados en situación de default. Ante los poderosos centros financieros internacionales, la burguesía autodenominada nacional (débil en la escala mundial) apoyó de manera unificada la propuesta del gobierno que incluye un severo recorte al capital adeudado. El alto grado de unidad le permitió a la burguesía nacional arrastrar tras de sí, en la disputa externa, a la central sindical (CGT) y a la Iglesia Católica, mientras recibe el apoyo de los países de la región. Finalmente, a nivel interno (nacional) descarga el peso de la crisis financiera sobre las privatizadas, intentando retomar el control de algunos recursos estratégicos; y se opone en bloque a toda política favorable a los trabajadores. 

En el terreno político, la coyuntura estuvo signada por el enfrentamiento abierto entre el duhaldismo, el kirchnerismo y la Iglesia por el control de los recursos para asistencia social.

A su vez, el enfrentamiento entre los dos primeros sectores también fue visible en torno al uso de las fuerzas armadas en la seguridad interior. 

Por último, como frutilla del postre, dos hechos amenazaron la seguridad presidencial: explotó una turbina del avión presidencial con Kirchner a bordo, y una persona se paseó tranquilamente por la quinta presidencial durante tres horas, mientras el presidente dormía, sin ser detectada por la seguridad tanto externa como interna.

Pelea por las ganancias

Dos fuerzas en pugna ante la inminente salida del default. La unidad hacia “afuera”
A comienzos de octubre los acreedores privados de la Argentina (cuya deuda no se paga desde la última semana del año 2001) se convocaron en la ciudad de Washington para rechazar públicamente (una vez más) la oferta del gobierno de Néstor Kirchner. Se encontraron allí los dirigentes del intransigente Comité Global de Acreedores de la Argentina, del Banco Tokio-Mitsubishi, y del poderoso Club de París. Simultáneamente, los ministros de Economía de los países miembros del Grupo de los 7 salieron a presionar duramente al país, mencionando incumplimientos respecto al programa del FMI. Desde dicho organismo, el director Rodrigo de Rato se despachó con la siguiente amenaza: “se tiene que poder decir que no a los países en crisis que reclaman asistencia financiera, porque si saben que no encontrarán apoyo los gobiernos se verán forzados a aplicar políticas sanas.” (LN 4/10). 

Más adelante veremos a qué se refiere de Rato cuando exige políticas sanas, por ahora consideremos la demostración de una unidad sin fisuras aparentes por parte de los centros financieros mundiales y los gobiernos de los países más poderosos del globo. 
Desde la otra “vereda” las respuestas se dirigieron desde un frente no menos unificado. No sólo el presidente Kirchner sobresalió calificando al jefe del Fondo como un “patrón de estancia” (C 1/10), el mismo Roberto Lavagna apuntó al gobierno italiano instándolo a decidir entre “una relación estratégica, una relación histórica con nosotros o la relación con algunos bancos, con algunos comisionistas” (C 4/10). Pero lo que verdaderamente se destacó fue la activa intervención de la unificada CGT y de la Iglesia Católica a favor de la postura oficial. José Luis Lingieri, uno de los secretarios generales de la central sindical, enviado a Washington a un encuentro internacional de organizaciones sindicales, y asesorado por el Ministerio de Economía, prometió “ir a defender la postura del Presidente. Le vamos a decir al FMI que la deuda externa sólo es pagable en la medida que no signifique más pobreza o más marginalidad para el pueblo argentino.” (C 4/10). Idéntica fue la posición del Episcopado local cuyo presidente, Eduardo Mirás, lanzó: “lo que se debe tiene que ser pagado, pero no hambreando a la sociedad.” Un tanto más audaz que los propios sindicalistas, monseñor Mirás ahondó en su defensa de la política oficial subrayando que “los intereses que nos han cobrado son absolutamente usurarios” y que “la soberanía […] es también no permitir que nos vengan a imponer normas de gobierno.” (C 10/10). 

Lo que se observa entonces es también una profunda homogeneidad en los cuadros políticos, sindicales y eclesiásticos, que expresan la unidad de la burguesía más concentrada autodenominada nacional, en el marco del inminente abandono de la cesación de pagos. ¿Pero cómo habíamos llegado hasta acá? Recapitulemos brevemente. 

En septiembre del 2003 en la ciudad de Dubai, el ministro de Economía, Roberto Lavagna, inició las negociaciones con los acreedores privados presentando el programa oficial de reestructuración de la deuda en situación de default. Dicho programa, que suponía un recorte del 75% del valor nominal del monto adeudado (82.000 millones de dólares sin contar los intereses vencidos), expresaba fundamentalmente el interés de la burguesía autodenominada nacional, seriamente indispuesta a dejarse quitar una sustanciosa parte de la riqueza social producida por los trabajadores. 

Un año después, ante el inminente abandono de la cesación de pagos, se presentan estos dos claros alineamientos, pero que disputan bastante más que el porcentaje de deuda a pagarse. 

Uno de ellos, conformado por los organismos de crédito (FMI, BM y BID), los centros financieros internacionales y los gobiernos de los países más poderosos del globo (nucleados en el G–7) exigen la aplicación de un plan (las políticas sanas de de Rato) que contenga mayores pagos a los acreedores en general, un aumento en la participación de la riqueza social de las empresas privatizadas y los bancos internacionales (mediante subas tarifarias o entregas directas de dinero en calidad de “compensación”) y la privatización, cuando menos, de una parte de la banca pública.

El otro agrupamiento, como vimos, dirigido por la burguesía más poderosa a escala nacional (y que ha demostrado una capacidad de “arrastrar” tras de sí a la mayor parte de los sindicatos y a la Iglesia Católica) se abroquela con un doble objeto: reducir la transferencia de riquezas hacia los centros financieros internacionales, y recuperar el control, cuando menos parcial, de los recursos estratégicos de que dispone la clase dominante de un país (producción y distribución de energía, comunicaciones y transporte). 

Cabe agregar dos últimas consideraciones. Por un lado, y en el marco específico de las negociaciones por la reestructuración de la deuda, la poderosa burguesía nacional conquistó la aceptación del canje por parte de las AFJP, quienes poseen una parte sustanciosa de la deuda argentina en default (16.000 millones de dólares). El gobierno supo operar en las brechas del unificado frente acreedor, seduciendo a los grandes bancos dueños de las AFJP (fuertemente comprometidos en el país) con compromisos de pago mayores. 

Por otro lado, debemos subrayar el apoyo que los cancilleres de los países de América del Sur, Cuba y México, dieron al programa argentino de refinanciación, en el marco de la XIII reunión de la Asociación Latinoamericana de Integración (ALADI). La declaración conjunta reza: “considerando el impacto de la deuda externa […] el tema debe ser tratado teniendo en cuenta la impostergable necesidad de desarrollo social, objetivo para el cual la inversión pública tiene un papel fundamental.” (C 19/10). 

Veamos entonces cómo se configura, desde la Argentina, el mapa de relaciones a escala regional. 
La unidad regional bajo el liderazgo de los vecinos

“Estamos en vísperas de lograr el sueño de los libertadores de América de tener una Sudamérica unida”. La frase pertenece al ex primer mandatario argentino y actual presidente de la Comisión de Representantes Permanentes del Mercosur, Eduardo Duhalde, en su referencia a la inminente creación de la Unión de Países Sudamericanos. Según Duhalde, el futuro nucleamiento se propone sintetizar “una sola voz de la región frente a los foros internacionales y organismos multilaterales de crédito.” (LN 22/10). 

La necesaria unidad de las burguesías latinoamericanas para negociar los términos del inevitable e indiscriminado avance del capital más concentrado de EE.UU. sobre el continente –cuyo programa económico fundamental es el ALCA– tuvo sus manifestaciones en la Argentina de la siguiente manera. Por un lado, los gobiernos de Argentina y Bolivia firmaron el acuerdo que garantiza al primero la provisión de gas boliviano. El programa, además de asegurarle a la burguesía instalada en la Argentina el goce de un recurso energético fundamental, incluye la construcción de un gasoducto que resulta ser un jugoso negocio para uno de los grupos más alineados con el ministro Lavagna: Techint. 

Pero más importante aún fue la profundización de los vínculos con Venezuela. El acuerdo por la exportación argentina de carnes y embriones bovinos a cambio del fuel oil enviado por la compañía estatal Petróleos de Venezuela S.A. (Pdvsa) durante la llamada “crisis energética”, por un lado; y la venta de equipos de medicina nuclear producidos en Bariloche por la empresa estatal INVAP (que a decir de Clarín representa “la mayor venta de equipos de radioterapia de la historia.” (C 14/10), por el otro, son dos ejemplos de la política de integración compartida por los gobiernos de ambos países. Sin embargo, el acontecimiento sobresaliente en este sentido fue la negociación realizada entre el ministro de Planificación, Julio De Vido, y el presidente venezolano, Hugo Chávez, luego de la creación –a través de una ley sancionada por el Congreso– de la compañía petrolera estatal Energía Argentina S.A. (Enarsa). El acuerdo al que hacemos referencia implica la ejecución de aportes desde la poderosa Pdvsa y una estrecha vinculación en materia de negocios conjuntos. De todas maneras, dichas negociaciones deben comprenderse como partes de la política general de integración regional que, en primera instancia, desarrollan necesariamente las burguesías más concentradas de los países sudamericanos. De allí que, lo que podría considerarse estrictamente como un “negocio” se configura como esencialmente estratégico. Fue el presidente de Pdvsa, Alí Rodríguez, quien expresó esta postura al decir que “Lo nuestro no es un plan de negocios, sino intereses de dos países que comparten una visión de la integración regional […]. Es una cuestión de Estado.” (LN 3/10). 

Ahora bien, si en Argentina la burguesía autodenominada nacional a regañadientes tolera la dirección política de la integración por parte del gobierno venezolano, al mismo tiempo debe reconocer el predominio económico del capital brasileño, cuyo grado de concentración es mayor. Partiendo de esta base, los hombres del capital financiero local que dirigen la UIA y la pequeña (en términos internacionales) banca nacional participaron de un cónclave organizado en la ciudad de San Pablo, junto a los más importantes empresarios brasileños. Sintéticamente se proyectó constituir una coalición empresaria común o Consejo Empresario del Mercosur. (C 15/10). 

Con todo, la unidad entre estas dos fracciones de burguesía implicaría previamente resolver los términos de una integración que, por el momento, la instancia Mercorsur no logró sintetizar. El propio titular de la Unión Industrial Argentina, Alberto Alvarez Gaiani, conciente de la necesaria integración regional, alertó sobre el posible avance confiscatorio de los capitales brasileños sobre fracciones del capital instalado en Argentina: “Pensamos que Brasil tiene un liderazgo en la región, pero que no tiene que ser hegemónico porque para ser líder hacen falta socios. Si no hay socios, no se puede ser líder de nadie.” (C 15/10). 

El llamado de atención expresa los conflictos reales que atraviesa el proceso de unidad regional. Como ejemplo, a los límites que el gobierno argentino impuso a la entrada de algunos productos industriales brasileños –y que el ministro de Industria del país vecino calificó de “intolerables” (C 22/10)– agregó la postergación de la apertura irrestricta en el comercio automotriz entre ambos países, programada para enero del 2006. El presidente Kirchner afirmó en este sentido que “hay que revertir las asimetrías y apuntar a un desarrollo en términos igualitarios.” (C 9/9). 

La medida transitoria logra “patear hacia delante” el ajuste necesario que, de hecho, se viene realizando en la industria automotriz. Por eso, mientras el presidente de la General Motors en la Argentina, el canadiense Simon Boag, postulaba con razón que “la tendencia es hacia el libre comercio. Es imposible una industria cerrada.” (LN 10/9); desde Peugeot-Citroën Argentina, Oscar Iglesias proyectaba que la resolución de la asimetrías con Brasil “no quiere decir poner limitaciones al mercado pero sí ponernos en las mismas condiciones que nuestros vecinos, que ofrenden ventajas importantes a las empresas” (LN 3/10). En otros términos se reconoce la necesaria apertura económica (para la reproducción del capital) pero exigiendo al gobierno del Estado la entrega de subsidios al sector. 

Nos resta observar el comportamiento de la burguesía nacional al interior de las fronteras del Estado Nación argentino. 
Contra privatizadas y trabajadores. La unidad hacia “adentro “
Es natural que ante la dura disputa en el frente externo que supone la salida del default, el bloque de capital financiero autodenominado nacional se muestre predominantemente unido. De todas maneras, dos instancias determinadas dieron la pauta para que se efectivice un alineamiento conjunto de esta fracción de la burguesía. 

Hemos visto que una de las exigencias clave de los centros financieros internacionales tiene que ver con el restablecimiento de la maximización de los beneficios de las empresas privatizadas, limitados cuando menos desde la sanción de la Ley de Emergencia Económica bajo la presidencia de Duhalde. En este caso, el capital español organizado en la Confederación Española de Organizaciones Empresariales envió una clara amenaza al gobierno argentino: prevén, aseguran, “un escenario de menor inversión y peor servicio en el caso de aprobarse dicha ley.” (C 26/10). La ley a la que hace referencia la dirección de la burguesía española, con fuertes intereses en la Argentina, es la que impide a las empresas privatizadas cortar unilateralmente la provisión del servicio a los clientes morosos. A la disposición se suma el proyecto de Marco Regulatorio susceptible de ser aplicable a las compañías privatizadas. El gobierno lograría con el Marco controlar el cumplimiento y la dirección de las inversiones (hacia dónde es necesario invertir), guardándose el poder de sancionar o rescindir los contratos. En este sentido, se escuchó hablar al canciller Rafael Bielsa sobre las “maxiganancias de las empresas y el incumplimiento de las pautas contractuales.”. Jerga que se sabía oír en la UIA a comienzos del año 1998, en el marco de las disputas por la reforma impositiva del ministro de Economía Roque Fernández. En estos seis años, finalmente, la burguesía autodenominada nacional logra poner coto a las ganancias de las privatizadas y arriesga en el intento de reconstruir una empresa estatal con capacidad de explorar, producir y distribuir gas y petróleo. Estamos hablando de la ya mencionada Enarsa, cuyo nacimiento marca un hito, puesto que desde el año 1967 no se creaba una compañía pública “desde cero.” (LN 21/10). 

Es necesario recordar que la constitución de una empresa estatal de esta envergadura incluye la participación minoritaria de capitales privados y, fundamentalmente, supone la colaboración de la más grande Pdvsa. La reiteración no es ociosa si consideramos la caracterización realizada por el propio Néstor Kirchner: “No podemos prometer lo que no podemos cumplir. Hoy no hay Estado, porque no tiene capacidad de ejecución el sector público, tanto que ni el plan de vivienda pudimos implementar.” (C 22/10). 

Por último, la unidad de la burguesía nacional se manifestó en la oposición al mínimo atisbo de política laboral encarada por gobierno de Kirchner. 

La unidad que mencionamos cristalizó en el reclamo conjunto que realizaron ante el ministro de Trabajo, Carlos Tomada, la UIA, la Bolsa de Comercio, la Cámara de Comercio, la Cámara de la Construcción, la Sociedad Rural y los más pequeños de la banca privada nacional (Adeba) y las Confederaciones Rurales Argentinas (CRA). El contenido del mismo no fue otro que la presión por la reversión de las definiciones judiciales (a nivel de la Corte Suprema) que transformó el régimen de accidentes laborales en favor de los trabajadores (ver Análisis N° 52). De hecho, promediando el mes de octubre, la Corte ejecutó el tercer fallo contra la ley de riesgos de trabajo estableciendo no sólo un aumento en la indemnización, sino también fijando la forma: pago único e inmediato al trabajador. 

En síntesis, la redonda oposición conjunta de la poderosa burguesía nacional contra la mínima variación de la política oficial hacia los trabajadores aborta la capacidad de constituir una fuerza que integre a vastas fracciones del movimiento obrero. La alianza necesaria con una fracción de los trabajadores es vital para esta fracción de la clase dominante cuyo “espacio” regional y mundial se le configura profundamente hostil. 

Coyuntura política

Planes sociales: la Iglesia tercia en la disputa entre duhaldistas y kirchneristas

En la coyuntura política nacional, durante el mes de octubre, lo más destacado es el recalentamiento de la disputa de poder entre duhaldismo y kirchnerismo, la cual giró en torno al control de los planes sociales.

El centro de la pelea se vive en la provincia de Buenos Aires. La misma reúne la mayor cantidad de planes sociales en números absolutos, siendo por otro lado el centro del poder del duhaldismo, terreno que el kirchnerismo se muestra dispuesto a disputar en las elecciones legislativas de 2005, con el desembarco de Cristina Fernández de Kirchner como candidata a senadora.

Pero como decíamos, por ahora la disputa se da por el control los planes sociales, por lo que la expresión política se polariza en torno a Hilda González de Duhalde, creadora de “las manzaneras” (aparato político clientelista organizado en torno al Plan Jefes y Jefas de Hogar Desocupados), y la Ministra de Acción Social, Alicia Kirchner.

Ante esta situación, la Iglesia realizó una crítica ya habitual: el llamado a la unidad. Pero tras ese llamado, apareció el intento eclesiástico de controlar la asistencia social. Veamos.

El día 3 de octubre, ante una verdadera multitud congregada en la ciudad de Luján, el cardenal Jorge Bergoglio, arzobispo de Buenos Aires, atacó nuevamente la forma de construir poder del kirchnerismo, apoyándose en el llamado a la unidad nacional: “Hoy venimos a decirle a la Madre que queremos ser un solo pueblo; que no queremos pelearnos entre nosotros; que nos defienda de los que quieren dividirnos; que queremos ser familia y que para eso no necesitamos de ninguna ideología revanchista que pretenda redimirnos.” (LN 04/10).

A su vez, en diferentes oportunidades, desde la Iglesia se atacó la política de planes sociales vinculados al Plan Jefes y Jefas. El primero fue monseñor Casaretto, titular de Caritas, quien hace unos meses había reclamado “que el plan exigiera una contraprestación laboral porque ‘podría terminar fomentando la vagancia’”. En el mismo sentido, el director de Caritas, Eduardo Serantes, señaló: “El plan para Jefes y Jefas de Hogar desocupados fue una muy buena acción para la emergencia, pero pasado el peor momento afloran los problemas y las definiciones que demandan una solución.” (C 17/10). En la misma semana, el obispo de Humahuaca, Pedro Olmedo, sostuvo que el plan Jefes y Jefas “cayó en manos de gente de la dirigencia política acostumbrada a ‘manosear’ en beneficio propio, en el clientelismo.”. Por su parte, el obispo de Bariloche, Fernando Maletti, opinó que “es hora de incentivar la cultura del trabajo.” (C 19/10).

Atento a esto, como parte de la contienda, el gobierno nacional anunció “un importante cambio en las políticas sociales al disponer el traspaso de 750.000 madres con tres o más hijos del Plan Jefes y Jefas de Hogar al Plan Familias, con el que pasarán a cobrar hasta 200 pesos con el requisito de ocuparse de la salud y la escolaridad de los niños y capacitarse laboralmente. [...] Actualmente, el plan Jefes y Jefas alcanza a 1.622.000 desocupados con hijos menores de 18 años a cargo y con la obligación de cumplir con una contraprestación laboral. El programa –que surgió durante el gobierno de Eduardo Duhalde- está bajo la órbita del Ministerio de Trabajo. El Plan Familias, en tanto, asiste a unas 240.000 personas y depende de la cartera de Desarrollo Social.” (LN 29/10).

Esta situación le permitiría al kirchnerismo comenzar a desarmar la red clientelar del duhaldismo, para armar una estructura propia en el principal distrito electoral, la provincia de Buenos Aires.

Sin embargo, pareciera que esta ‘movida’ no era lo que la Iglesia pretendía, exigiendo formar parte del reparto asistencial, algo fundamental si se piensa en la relación entre la Iglesia y la población: “Si bien consideraron positivos los cambios que el Gobierno anunció la semana pasada en los planes asistenciales, por los que se dispuso el traspaso de 750.000 beneficiarios del Plan Jefas y Jefes de Hogar al Plan Familias, voceros de la Iglesia dijeron que esperaban una novedad en los organismos de control. La Iglesia pide que los consejos consultivos, que nacieron como mecanismo de control del Plan Jefas y Jefas de Hogar, amplíen su alcance y se conviertan en una suerte de auditores de toda la política social.” (LN 31/10). Debemos recordar que fue la Mesa del Diálogo –conducida por la propia Iglesia- la impulsora de los planes de asistencia, incluyendo la creación de los consejos consultivos de los cuales participa activamente.
Seguridad

Papel de las FF.AA.: del acuerdo regional a las diferencias internas

Como veíamos en nuestra sección latinoamericana, existe una fuerte oposición regional a aceptar los términos en los que EE.UU. intenta imponer su política de seguridad, sobre todo en lo que implica desmontar la estructura militar en su forma nacional para reemplazarla por ejércitos móviles de acción rápida que no respeten las fronteras nacionales. Sin embargo, como también señalábamos en dicha sección, existen diferencias en cuanto a la utilización de las Fuerzas Armadas en el control de la seguridad interna de cada país.

Veamos cómo se expresa esta situación en la Argentina.

En cuanto al control de la seguridad nacional contraria a la política impulsada por EE.UU., el gobierno nacional puso en marcha el proyecto de construcción y desarrollo de radares en el país, a manos de empresas nacionales. De esta manera fue anulado el decreto 145/96 firmado por el ex presidente Menem en el que se licitaba la radarización con la participación de los gigantes internacionales del sector. Según el actual Ministro de Defensa, José Pampuro, “hemos avanzado en un proyecto de desarrollo nacional que está previsto llevarlo adelante con la empresa INVAP de Bariloche.”. En el mismo artículo se señala: “La radarización es imprescindible para la seguridad de los aeropuertos y los vuelos civiles, y para cumplir con estándares internacionales en la materia. También para controlar el espacio aéreo y detectar vuelos intrusos o ilegales. Desde el punto de vista de la Defensa, este control suele vincularse además con el ejercicio efectivo de la soberanía. Pampuro dijo que la Argentina ‘viene peleando hace treinta años’ para poder controlar su espacio aéreo.” (C 15/10).

Como vemos, en cuanto a la defensa de los espacios nacionales en Latinoamérica, las diferentes burguesías locales están de acuerdo en contrariar los mandatos estadounidenses y seguir controlando así las seguridades nacionales. 

Sin embargo, como decíamos, en donde aparecen las diferencias es en el uso que cada país le da a las fuerzas armadas en materia de seguridad interior. En el caso argentino, expresión de ello fue la disputa entre duhaldismo y kirchnerismo desatada durante octubre a partir de las declaraciones de Eduardo Duhalde. El ex presidente, señaló que “está a favor de la posibilidad de que las Fuerzas Armadas participen en a lucha contra la inseguridad y el crimen organizado para que ‘colaboren no en forma operativa, sino de apoyo’ a las fuerzas federales de seguridad.” (LN 9/10).

Desde el gobierno la respuesta fue inmediata, utilizando como vocero al Ministro de Defensa, José Pampuro, paradójicamente un duhaldista histórico: “Las Fuerzas Armadas no pueden ni van a participar en la seguridad interna. Por un lado, la ley lo impide; por otro, la decisión política es que sea así.” (LN 10/10).

La discusión provocó alineamientos empresariales de apoyo a la postura duhaldista. El presidente de la Confederación Económica de la Provincia de Buenos Aires (Cepba), que reúne a 70.000 pequeños y medianos empresarios, Aladino Benassi, señaló: “No queremos que los soldados salgan a correr a los delincuentes, pero sí que participen en diferentes acciones de inteligencia y logística.” (LN 14/10). Al día siguiente, doscientas cámaras empresariales de la provincia de Buenos Aires se pronunciaron en igual sentido: “`La policía tiene que actuar en forma conjunta y coordinada con las Fuerzas Armadas, con la Policía Federal, la Prefectura y la Gendarmería en la zona roja del conurbano bonaerense, que es un polvorín’, expresó el presidente de la Federación Empresaria de Buenos Aires (FEBA), Raúl Lamacchia.” (LN 15/10).

Seguridad presidencial: ¿señales?

En medio de esta discusión, pero en el marco de la pelea en todos los terrenos entre duhaldismo y kirchnerismo, y en un momento en el cual en la provincia de Buenos Aires se sigue avanzando con la reforma policial mediante intensas purgas del personal sospechado de actos de corrupción y de violación de los derechos humanos, dos hechos ocurridos con muy poca distancia en el tiempo llamaron la atención, por estar ambos vinculados a la seguridad presidencial.

El 19 de octubre, se incendió y explotó la turbina izquierda del avión presidencial Tango 01, en plena maniobra de despegue con el presidente y varios ministros a bordo, obligando al piloto a aterrizar de emergencia 15 minutos después. Si bien aún no existe informe oficial de qué fue lo que ocurrió, lo cierto es que con el correr de los días tanto en el entorno presidencial como en los medios de comunicación se especula con que no fue un simple desperfecto mecánico, basándose en los primeros peritajes: “Los peritajes que la firma Rolls Royce realiza sobre la turbina izquierda de la aeronave oficial determinó que ese motor ‘no estaba operable’ para volar (...) El dato deja abierta la posibilidad de que la falla técnica que desencadenó los sucesos haya sido producto de acciones intencionales o de negligencia en el mantenimiento de la aeronave.” (LN 27/10).

Una semana después, otro hecho aun más llamativo titulaba los matutinos nacionales: “A las 6.44 del domingo último, una patrulla del Regimiento de Granaderos detectó a un hombre, de entre 40 y 45 años, en el perímetro interior de la quinta de Olivos, a 400 metros de donde dormía el presidente.” (LN 27/10). Esta persona había ingresado a la quinta presidencial 3 horas antes, con una mochila en la espalda, burlándose de la seguridad presidencial al punto de solicitar un vaso de agua al personal de servicio, lo que demuestra la intencionalidad de “mostrarse”. Para ingresar, tuvo que saltar un muro de 3 metros de alto, acción que repitió para escapar sin mayores sobresaltos. El hecho aún no fue esclarecido, pero en los primeros informes se baraja la obviedad del apoyo externo e interno en la acción. En el caso de la seguridad externa de la quinta presidencial, el perímetro debía estar siendo custodiado por 14 policías bonaerenses. Sin embargo, por alguna razón aún no esclarecida, a la hora del hecho sólo había cuatro uniformados, por lo que en los medios ya se habla de “zona liberada”.

Si bien, como dijimos, estos hechos no fueron esclarecidos oficialmente, en el contexto descrito parecerían ser “avisos” destinados a marcar ciertos límites al gobierno de Néstor Kirchner. 

Conflicto social

Los principales acontecimientos registrados en el mes de octubre fueron: 8 jornadas de huelgas parciales; 7 jornadas de marchas y actos; en menor medida: concentraciones frente a edificios públicos; jornada de cortes de ruta, calles, autopistas, puentes (cabe destacar que el MTD Aníbal Verón y la CCC realizaron un corte parcial luego del acuerdo realizado entre estos, la Defensoría del Pueblo y los comerciantes de Avellaneda); jornada de bloqueo y/o ocupación de edificios privados (empresas) o boleterías.

Las organizaciones y agrupamientos que protagonizaron las jornadas fueron: los trabajadores docentes de la provincia de B.A. (4); el MIJD (4); CCC (2); MTD Aníbal Verón (2); Frente Popular Darío Santillán (2); partidos de izquierda (2). Además: Polo Obrero; Bloque Piquetero; CTD Aníbal Verón; Frente de Trabajadores Combativos; trabajadores del Servicio Nacional de Sanidad y Calidad Agroalimentaria, nucleados en ATE; Movimiento Teresa Rodríguez; Movimiento 26 de Junio; Sindicato Único de Fleteros (Sufra); trabajadores ferroviarios opositores a la conducción de Unión Ferroviaria (1).

Entre las principales demandas y consignas observamos: libertad y desprocesamiento de manifestantes y/o militantes –entre los cuales se halla el dirigente piquetero Raúl Castells– (5); mejora salarial (5); mejores condiciones laborales (2); rechazo a la represión, la judicialización de la protesta, los crímenes políticos y las leyes represivas (2); transparencia en elecciones internas sindicales (1).

Equipo de trabajo: Claudio Adrianzen, Ezequiel Alfieri, Sebastián Juncal, Julián Kan, Sebastián Ortiz, Mariano Ronzoni, Diego Tavormina, Fabián Ulmann, Alejandro Viegas, Martín Yuchak.


Fuentes consultadas: EE.UU.:Wall Street Journal (WSJ); New York Times (NYT); Washington Post (WP) /// Francia: Le Fígaro (LF); Le Monde (LM) /// Gran Bretaña: The Economist (TE); BBC News (BBC) /// México: La Jornada de México (LJdM) /// Brasil: Folha de Sao Paulo (FSP) /// Argentina: Clarín (C); La Nación (LN)
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� Término incompleto a falta de otro que designe al sentido de la vinculación con lo político: de empresas privadas de libre competencia a su interpenetración con el aparato de Estado.


� Fe de erratas: en el Análisis N° 52 se consignó que el asiento chino pasó a ser de la China Comunista en 1949, cuando en realidad lo recuperó recién en 1971.


� “Alemania y Japón aportan juntos el 28% del presupuesto de la ONU; la India concentra el 6% de la población mundial; Brasil estuvo a punto de ser miembro permanente cuando se creo la organización, en 1945” (BBC 24/9).


� Véase la probable conformación del “triunvirato” en Análisis N° 45.


� En ocasión de la apertura de sesiones de la Asamblea General, en septiembre, el gobierno francés llevó a cabo una notable actividad en el organismo, que incluyó el apoyo del presidente Chirac a la propuesta de “hambre cero” del presidente brasileño Lula da Silva e incluso el llamamiento público a paliar los problemas del subdesarrollo mediante el establecimiento de un impuesto mundial a los “capitales especulativos”, que provocó la estupefacción de los medios de derecha franceses.


� Curiosamente, este artículo fue invocado exitosamente sólo una vez: luego de los atentados de septiembre de 2001. Sin embargo, el propio EE.UU. se mostró ansioso por dejar a sus aliados europeos un rol marginal en la invasión a Afganistán que se justificaría como “respuesta” a la agresión.


� Hay que señalar, sin embargo, que esta orientación es en rigor anterior a los atentados de las torres gemelas, y no se limita a los EE.UU.: la protección contra el terrorismo y los “estados fracasados” está en la base de la Estrategia Europea de Seguridad Común (Cumbre de Salónica, 2003), en la del “Acuerdo de Shangai” (Rusia y China, 1996) y en el acuerdo de asociación Rusia-OTAN (2002).


� La Constitución de EE.UU. está conformada por la declaración de derechos y sucesivas enmiendas (sancionadas por mayoría de ambas cámaras del Congreso.


� Según el SIPRI (Instituto de Investigaciones para la Paz de Estocolmo), en 2000 el 76% de las empresas “madre” eran de EE.UU., Rusia o Europa Occidental, el 10% israelíes, el 5% japonesas, dentro del resto sobresale Brasil.


� El F-16 de Loockheed Martin tiene motor de General Electric (socia de BAE) y misiles de Raytheon. Airbus es propiedad de las competidoras EADS (80%) y BAE Systems (20%).


� “La prohibición de vender armas de asalto en EE.UU. impuesta por el gobierno de Clinton en 1994 expiró hoy (...) Kerry acusó a Bush de ceder ante la Asociación Nacional del Rifle, que apoya con cuantiosas donaciones la campaña electoral del presidente” (C 13/9).


� “Fue el petróleo lo que derrotó a los alemanes, afirmó Eugene Holman, presidente de la Jersey Standard en 1946, enfatizando que el imperio del petróleo que él presidía era un arma nacional a pesar de ser propiedad privada” Barnet, “La guerra perpetua”. Este tema fue desarrollado en los Análisis Nº 48, 49 y 51.


� El mundo musulmán, número puesto para ocupar ese lugar, está entrecruzado por alianzas que atentan contra ello. Las contradicciones para que sea China fueron abordadas en el Análisis Nº 52.


� Entre 1933 y 1965, antes de trabajar en el Pentágono, el 86% de los secretarios de Ejército, Marina y Fuerza Aérea eran hombres de negocios o abogados.


� El Comité Nye, constituido en los años ’20 para investigar las relaciones entre las distintas esferas del gobierno norteamericano y los productores de armamento, sugirió que se nacionalizaran las fábricas de municiones. El Congreso nunca consideró la propuesta.


� Un ejemplo que ilustra el impacto de la caída de la U.R.S.S.: “en marzo de 2004, el ministro de defensa de Ucrania, Yevhen Marchuk, publicó un anuncio en un diario local: ‘Estamos en busca de varios cientos de misiles. Fueron puestos fuera de servicio, pero no los encontramos’” (LMD 10/2004).


� A nivel fusiones también se manifiesta el nuevo escenario: en 1999 British Aerospace (BAE) se queda con las operaciones de defensa de Marconi (filial británica de General Electric) y se consolida como el 5º proveedor mundial del Pentágono, mientras que en Matra-Lagardere (Francia) se fusiona con Dasa (Daimler, Alemania), formando el mayor conglomerado de defensa europeo, embrión de lo que va a ser al año siguiente EADS (European Aeronautic Defense and Space Co.), tras sumar a la española Casa. EADS pasa así a ser el tercer conglomerado mundial de defensa (detrás de Lockheed Martin y Boeing respectivamente). Boeing, mientras tanto, absorbe MacDonnel Douglas en ese mismo año. 


� En el Análisis N° 46, se plantea la disputa del mercado sudamericano entre la UE y EE.UU. 


� En la actualidad EE.UU. no sólo cuenta con la base de Manta en Ecuador, sino que también mantiene otras en Perú, Colombia, El Salvador, Honduras, Aruba y Curaçao (en el caribe), Puerto Rico y Guantánamo (Cuba). El total de efectivos en América Latina es de 2.201 (Ver Revista América XXI, Octubre 2004).
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